
El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso.  El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la respectiva Secretaría.

TEMAS:
DEBIDO PROCESO / RECONOCIMIENTO DE VIÁTICOS / POLICÍA NACIONAL / PRINCIPIO DE SUBSIDIARIEDAD / INEXISTENCIA DE PERJUICIO IRREMEDIABLE.
… la Sala comparte la argumentación ofrecida por el funcionario de primer grado porque las circunstancias que acaban de señalarse derivan en la improcedencia de la acción de tutela.   

Al respecto, es preciso recordar lo enunciado en el numeral 1º del artículo 6º del Decreto Especial 2591 de 1991, según el cual “Cuando existan otros recursos o medios de defensa judiciales, salvo que aquélla se utilice como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable…”.

De tiempo atrás, la jurisprudencia constitucional ha señalado que la reclamación de derechos económicos debe darse ante los órganos administrativos o judiciales competentes, salvo que esté en juego el mínimo vital o se evidencie un perjuicio irremediable.
El caso concreto es una controversia sobre el reconocimiento de unos viáticos que, según informó el accionante, tuvo que cubrir con su patrimonio y que, en su entender, deben ser reconocidos y pagados por su empleador, en este caso la Policía Nacional.

Mas, el demandante no acreditó que ese gasto que tuvo que cubrir, pusiera en peligro inminente su subsistencia; nada mencionó sobre el menoscabo a su mínimo vital; y tampoco manifestó siquiera que, por efectos de la falta de reembolso del dinero, se le esté generando un perjuicio inminente, grave, de solución impostergable y urgente; así las cosas, la presente es, sin duda, una demanda que debe ser atendida por la justicia contencioso administrativa.
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Procede la Sala a decidir la impugnación propuesta por el accionante contra la sentencia del 28 de marzo último, proferida por el Juzgado Cuarto de Familia local, en esta acción de tutela que Juan Felipe Jiménez López inició frente al Comando de Policía de Risaralda, representado legalmente por su Comandante Darío Hernán Puentes Bedoya, actuación a la que fueron vinculados, el Director de la Policía Nacional, Mayor General Oscar Atehortúa Duque, el Director Antisecuestro y Antiextorsión, Brigadier General Fernando Murillo Orrego, el Subcomandante del Departamento de Policía de Risaralda, Teniente Coronel Andrés Fernando Serna Bustamante y la Patrullera Lorena Blandón Ocampo.


 


ANTECEDENTES
  



En nombre propio, Juan Felipe Jiménez López acudió a este medio en procura de la protección de sus derechos fundamentales “al Debido Proceso y a recibir una remuneración en contraprestación del ejercicio de un trabajo” que considera conculcados por la entidad accionada.





Informó, en síntesis, que el 16 de octubre del año 2018, ante el Subcomando de Policía de Risaralda, radicó una cuenta de cobro por unos viáticos que tuvo que pagar de su peculio, durante una comisión en la que estuvo asignado desde el 16 de julio al 8 de octubre del año 2018 en el municipio de Tumaco-Nariño. 





Que la solicitud fue despachada desfavorablemente comoquiera que el pago de viáticos en las comisiones colectivas está a cargo de la Policía General de la Nación; argumento sin validez, si se tiene en cuenta que la orden de servicio que recibió fue personal y que el grupo GAULA al que pertenece no es operativo sino preventivo. 




Dice que es obligación de la Fuerza Pública solventar los gastos por viáticos, específicamente al Departamento de Policía de Risaralda que es la unidad a la que se encuentra adscrito. 





En consecuencia, solicitó la tutela de su derecho fundamental al debido proceso conculcado por tener que pagar unos viáticos que se generaron en virtud de un servicio prestado a la Policía Nacional. 
  



El Juzgado de primer grado admitió el libelo y ordenó correr traslado por el término de tres días a la demandada y a los vinculados, arriba citados. 





El Director de Antisecuestro y Antiextorsión de la Policía Nacional informó que no recibió solicitud alguna relacionada con los viáticos que solicita el demandante; adujo falta de legitimación en la causa por pasiva, en consideración a que está en cabeza de la unidad nominadora la obligación de pagar los viáticos que reclama el actor, que para el caso es el Departamento de Policía de Risaralda; también manifestó que la acción de tutela no es el medio para reclamar acreencias laborales, además en este caso al accionante le faltó acreditar que la falta de pago de los viáticos le generen un perjuicio grave e inminente. Solicitó declarar improcedente el amparo y su desvinculación.




El Comandante del Departamento de Policía de Risaralda, previa ilustración sobre la normativa que regula el reconocimiento de viáticos en esa institución, explicó que de acuerdo a las características de la comisión en la que participó el demandante, no es dable el reconocimiento de la subvención que exige, lo cual se le puso en conocimiento, clara y congruentemente, en comunicación del 7 de noviembre del 2018. 




También puso de presente que pudo el peticionario acudir a la jurisdicción contencioso-administrativa para controvertir el acto que reprocha, máxime cuando no demuestra la ocurrencia de un perjuicio irremediable.  





Sobrevino la sentencia de primer grado que negó la protección implorada, en consideración a que la entidad accionada atendió su solicitud, cuenta con otros medios para controvertir la decisión de la que se duele, no se evidencia vulnerado su derecho fundamental al mínimo vital y quedó sin acreditar la ocurrencia de un perjuicio irremediable. 




Impugnó el actor, sin nuevos argumentos. 
CONSIDERACIONES

Desde 1991 impera en nuestro sistema jurídico la acción de tutela como un mecanismo constitucional que, de acuerdo con el artículo 86 de la Carta, le permite a toda persona acudir a un juez para conseguir la protección de sus derechos fundamentales, siempre que ellos estén siendo amenazados o vulnerados por una autoridad, y en algunos casos por particulares.





En uso de tal prerrogativa Juan Felipe Jiménez López, hizo valer su derecho fundamental al debido proceso que estima conculcado, comoquiera que, el Departamento de Policía de Risaralda se niega a reconocer y pagar unos viáticos que tuvo que cubrir de su peculio durante una comisión que prestó durante algunos meses del año 2018 en el municipio de Tumaco – Nariño. 





El Juzgado de primer grado, se dijo, despachó desfavorablemente el resguardo porque el demandante cuenta con otras vías judiciales para obtener la prestación que reclama y no acreditó que su derecho fundamental al mínimo vital estuviera amenazado o que estuviera en presencia de un perjuicio irremediable. 

   



Pues bien, para decirlo de una vez, la Sala comparte la argumentación ofrecida por el funcionario de primer grado porque las circunstancias que acaban de señalarse derivan en la improcedencia de la acción de tutela.   





Al respecto, es preciso recordar lo enunciado en el numeral 1º del artículo 6º del Decreto Especial 2591 de 1991, según el cual “Cuando existan otros recursos o medios de defensa judiciales, salvo que aquélla se utilice como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable. La existencia de dichos medios será apreciada en concreto, en cuanto a su eficacia, atendiendo las circunstancias en que se encuentra el solicitante”.

  



De tiempo atrás, la jurisprudencia constitucional ha señalado que la reclamación de derechos económicos debe darse ante los órganos administrativos o judiciales competentes, salvo que esté en juego el mínimo vital o se evidencie un perjuicio irremediable. 

  



En la sentencia T-016 de 2015, para citar solo este ejemplo, explicó la Corte Constitucional que la acción de tutela tiene carácter residual o subsidiario, a la que solo se debe acudir a falta de otra vía de defensa, para preservar el reparto de competencias atribuido por la Constitución Política, a menos que, aun existiendo tales medios, ellos no se adviertan idóneos o lo que se pretenda sea evitar la ocurrencia de un perjuicio de aquella estirpe. 

  



Y en este segundo evento, recordó también que “Para determinar la configuración de un perjuicio irremediable, en criterio de este Tribunal, deben concurrir los siguientes elementos: (i) el perjuicio ha de ser inminente, es decir, que está por suceder; (ii) las medidas que se requieren para conjurarlo han de ser urgentes; (iii) el perjuicio debe ser grave, esto es, susceptible de generar un daño transcendente en el haber jurídico de una persona; y (iv) exige una respuesta impostergable para asegurar la debida protección de los derechos comprometidos
. 

  



El caso concreto es una controversia sobre el reconocimiento de unos viáticos que, según informó el accionante, tuvo que cubrir con su patrimonio y que, en su entender, deben ser reconocidos y pagados por su empleador, en este caso la Policía Nacional.

  



Mas, el demandante no acreditó que ese gasto que tuvo que cubrir, pusiera en peligro inminente su subsistencia; nada mencionó sobre el menoscabo a su mínimo vital; y tampoco manifestó siquiera que, por efectos de la falta de reembolso del dinero, se le esté generando un perjuicio inminente, grave, de solución impostergable y urgente; así las cosas, la presente es, sin duda, una demanda que debe ser atendida por la justicia contencioso administrativa.  

Puestas de esta manera las cosas, avala esta Sala la posición del funcionario de primer grado; sin embargo se modificará el primer numeral en el que se denegó el resguardo para en su lugar declararlo improcedente, de conformidad con las explicaciones vertidas en esta sentencia. 




DECISIÓN  

  



Por lo expuesto, el Tribunal Superior de Pereira, Sala Civil-Familia, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley, MODIFICA el numeral primero de la sentencia del 28 de marzo del 2019, proferida por el Juzgado Cuarto de Familia local, en esta acción de tutela que inició Juan Felipe Jiménez López inició frente al Comando de Policía de Risaralda, representado legalmente por su Comandante Darío Hernán Puentes Bedoya, actuación a la que fueron vinculados, el Director de la Policía Nacional, Mayor General Oscar Atehortúa Duque, el Director Antisecuestro y Antiextorsión, Brigadier General Fernando Murillo Orrego, el Subcomandante del Departamento de Policía de Risaralda, Teniente Coronel Andrés Fernando Serna Bustamante y la Patrullera Lorena Blandón Ocampo; para en su lugar declarar IMPROCEDENTE el amparo .




Se confirma en lo demás.





Notifíquese esta decisión a las partes en la forma prevista en el artículo 5º del Decreto 306 de 1992. 

    



Oportunamente remítase el expediente a la Corte Constitucional para su eventual revisión.

A su regreso, archívese.  

Los Magistrados,

JAIME ALBERTO SARAZA NARANJO

CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS


      DUBERNEY GRISALES HERRERA
� Véanse, entre otras, las Sentencias T-225 de 1993 y T-808 de 2010.
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